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RECURSO DE APELACIÓN SS/74/2019




      RECURSO DE APELACION 76/2019/SS




     JUICIO CONTENCIOSO 443/2019/1


     DEMANDADO Y RECURRENTE:

**********.

ACTOR: **********
********** 
MAGISTRADO

     JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
                           SECRETARIA

                           ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRIGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria del  30 treinta de enero  de dos mil veinte.

V I S T O S , para resolver los autos del Toca número 76/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el 20 veinte de  noviembre del 2019 dos mil diecinueve,  por el ********** **********, en  contra de la sentencia de fecha   5 cinco de noviembre   del  año próximo pasado, pronunciada por la Primera Sala  Unitaria al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 443/2019/1 promovido por **********  en contra de la ********** **********
          R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, con fecha 22 veintidós de mayo  del año 2019 dos mil diecinueve, el actor Carlos González Flores demandó la nulidad del siguiente acto administrativo:
1.- El oficio número 758/2010 emitido por el C.P. Oziel Yudiche Lara, Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, donde se me obsequió mi pensión, determinándose una cuota diaria de 1,061.73 (Mil sesenta y un pesos 73/MN), por haber cumplido con los requisitos que establece la norma para ello.

2.- El oficio 2278/2018 de fecha 27 de agosto de 2018, emitido por el C.C. Oziel Yudiche Lara, Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, donde niega quitar el descuento del 10% sobre la pensión asignada, y el Acuerdo de sesión de la Junta Directiva  de fecha 12 d julio de 2018.

3.- El oficio sin número, de fecha 06 de marzo de 2019, emitido por el C.P. Oziel Yudiche Lara, Director General de  la Dirección General de Pensiones del Estado, donde reitera su negativa de quitar el descuento del 10% sobre la pensión asignada.
II.- Mediante acuerdo de fecha 3 tres de junio  del año 2019 dos mil diecinueve, la  Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia ordenando emplazar a la autoridades demandadas para que produjeran  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 32 a 42) refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas.

III.-  Seguido el juicio en todas sus fases, el  16 dieciséis de octubre del  año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con asistencia únicamente del Delegado de la autoridad demandada  en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el  5 cinco de noviembre del 2019 dos mil diecinueve, se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver el presente juicio.
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD PARCIAL del acto impugnado en los términos señalados, y de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia. 
SEXTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas con copia autorizada de esta resolución.”
IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a las partes  con  fecha 6 seis de noviembre del 2019 dos mil diecinueve, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal respectivo.
V.- Con fecha 20 veinte
de noviembre del  año próximo pasado, se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, de conformidad con lo previsto  por el artículo 152 fracción II y 153 al 156 del Código  Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí,

VI.- Por acuerdo de veintisiete de noviembre del dos mil diecinueve se radicó la apelación con el número 76/2019/SS, se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII.- Por proveído de fecha 14 catorce de enero del actual, se declaró que la parte actora no desahogó la vista ordenada por lo que se citó para resolver  el presente recurso de apelación.




C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 443/2019/1 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del C.P. Oziel Yudiche Lara en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones, demandada  en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado en los términos del artículo 152  fracción II  del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  al demandado aquí recurrente el día 6 seis de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve; surtió efectos el día 7 siete del  mismo mes y año, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada  el plazo para la interposición del recurso transcurrió del 8 ocho de noviembre al 29 veintinueve del mismo mes,  al descontar para tal efecto los días nueve, diez, dieciséis, diecisiete, veintitrés y veinticuatro debido a que fueron días inhábiles por ser sábados y domingos, así como el dieciocho de noviembre del año próximo pasado  por ser día inhábil por ley,  por lo que si el recurso de apelación se presentó el día 20 veinte del mismo mes, evidentemente  se efectuó con la oportunidad debida.
QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 
SEXTO.- Antecedentes.

Previo al análisis de los agravios expresados por la parte recurrente, y con la finalidad de obtener una mayor claridad del asunto en estudio, resulta conveniente reseñar sus antecedentes procesales más relevantes: 
La parte actora Carlos González Flores demandó de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado y al Director General de la Dirección de Pensiones del Estado los oficios números 758/2010,  2278/2018 y  oficio sin número de fecha seis de marzo del año 2019 dos mil diecinueve, en los cuales la demandada se niega a suprimir los descuentos del 10% diez por ciento sobre su pensión que le fue asignada; argumenta que  nunca consintió tal descuento y que no existe ningún convenio al respecto; que su derecho a su pago reintegratorio es imprescriptible de acuerdo  con el artículo 19 de la Ley de Pensiones; que el artículo 19 del Reglamento de  la Ley de Pensiones y prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado que prevé ese  descuento, viola el principio de jerarquía normativa porque crea situaciones de hecho no previstos por la norma y, por último, que es violatorio de sus derechos humanos porque quita una parte de su pensión para ser obsequiada al sector, violando el principio de  legalidad y convencionalidad.
La parte demandada al contestar el libelo inicial, manifestó en síntesis, que opone la excepción de prescripción supuesto que no interpuso su demanda  dentro del término de treinta días a que se refería la anterior Ley de Justicia Administrativa; que los descuentos no se han hecho en forma unilateral, ya que están establecidos por los artículos 59 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado y  19 de su Reglamento; que esa dependencia está  impedida para conocer sobre la constitucionalidad  y convencionalidad de leyes, supuesto que ello solo es facultad de los tribunales federales; que el descuento a que alude no afecta sus derechos porque de acuerdo con el Convenio (NUM 102) relativo a la norma mínima de la seguridad social, en su cuadro anexo a la parte XI señala como pagos periódicos  al beneficiario por vejez, hombre con cónyuge en edad de pensión solo el 40% de su percepción, por lo que si se le está pagando el cien por ciento de su salario al actor, el descuento del 10 %  no es violatorio de sus derechos; que  si se ordena el cese del descuento solicitado, ello traería como consecuencia la insolvencia de los fondos de pensiones, vulnerando los derechos de la totalidad de los pensionados y el principio de solidaridad social y cita una tesis Jurisprudencial relativa a su argumento.
La sentencia recurrida estudiando los conceptos de impugnación establece que respecto a los descuentos  a las pensiones de los trabajadores que se aplican como aportaciones al fondo de pensiones son inconvencionales e inconstitucionales, porque así lo ha establecido la Jurisprudencia IX, 1º.A. J/15 (10ª) sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, por lo que con base toral en ese argumento, declara la nulidad parcial del acto impugnado respecto a la solicitud del promovente de que se le cubran todos los descuentos realizados desde  que se le asignó su pensión, ya que solo procede la devolución de los mismos a partir del mes de mayo del año 2016, dos mil dieciséis supuesto que el artículo 83 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales señala que el derecho de los trabajadores  para solicitar el pago de  los descuentos realizados  es de tres años.
SÉPTIMO.- Análisis de los agravios:
a).- El señalado como ordinal 1, no se puede considerar como un agravio, porque escuetamente solo se refiere al requisito exigido por el artículo 152 fracción II del Código procesal Administrativo para la procedencia de este recurso de apelación, argumentando únicamente que el sobreseimiento del juicio contencioso tiene como consecuencia  que se haga un pago al actor en detrimento del fondo de pensiones.
En primer término se  debe aclarar que la sentencia no sobreseyó el juicio, sino que declaró la ilegalidad e invalidez parcial  del acto impugnado, y sobre la  importancia y  trascendencia  de este recurso que se resuelve, en el auto admisorio de este recurso de apelación ya se efectuó un estudio analítico sobre  este tema; motivo por el cual este agravio no amerita mayor consideración.

b).- En su segundo concepto de agravio, la parte apelante argumenta que  la sentencia recurrida es omisa al considerar que el descuento del 10% que se hace a la pensión del impugnante no es violatorio de sus derechos humanos, porque la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales vigente en el Estado cumple con lo estipulado en el Convenio Número 102 relativo a la Norma Mínima de la Seguridad Social convocado en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, señala en el cuadro anexo  a la parte XI relativo a los pagos periódicos al beneficiario tipo de la manera siguiente; contingencias: Vejez; Beneficiarios: Hombres con cónyuge en edad de pensión: Porcentaje 40%.  De lo cual se desprende que la pensión pagada al actor consistente en el 100% de su salario es muy superior al fijado por la convención, situación que hace que el descuento del 10% de sus pensiones para fortalecer el fondo de pensiones no es violatorio de sus derechos en atención al principio de solidaridad.
Agravio el anterior que resulta infundado atento a las consideraciones que enseguida se exponen:

El Convenio a que alude el apelante, de 28 veintiocho de junio de 1952 mil novecientos cincuenta y dos, adoptado por la Conferencia Internacional  del Trabajo  de la Organización Internacional del Trabajo, (OIT) firmado y ratificado por el Gobierno Mexicano el 12 doce de diciembre de 1961 mil novecientos sesenta y uno, se basa en la premisa de que no hay un solo modelo de seguridad social porque se  reflejan los valores sociales y culturales de los diferentes países firmantes, su historia, sus instituciones, su nivel de desarrollo económico y sus leyes. 

Contiene un cuadro de principios comunes de seguridad básica en el cual todo sistema de seguridad social deberá fundamentarse para fomentar el desarrollo de los regímenes de seguridad social.
De ahí que también establezca cierta flexibilidad respecto al tipo de regímenes que los Estados  miembros  para la aplicación del Convenio para alcanzar sus objetivos

Asienta un nivel mínimo de prestaciones que se deben de cumplir, pero incluye  como ya se dijo, cláusulas de flexibilidad; por lo que si bien es cierto que establece un porcentaje mínimo en relación a la pensiones por vejez, como lo hace valer el recurrente, también lo es que no existe obligación para  incluir en la respectiva legislación  ese mínimo que señala como obligatorio,  más cuanto que se debe de atender al principio de la aplicación de la ley más favorable al gobernado o lex melius, que como principio general del derecho es un enunciado normativo que expresa un juicio deontológico acerca de una conducta a seguir en cierta actuación o sobre otras  normas del orden jurídico y que ordena  valorativamente de modo muy concreto los intereses y derechos de los pensionados; por lo cual debe buscarse siempre en toda cuestión disputada sobre la materia de interpretación y aplicación, precisamente la más favorable a ese efecto en las estructuras objetivas, jurídicas y ónticas sobre las que se apoya nuestro sistema jurídico; así, cuando existe concurrencia de criterios aplicables a un caso  concreto se debe estar a la regla más beneficiosa. 
Criterio que adopta  el artículo 67  del invocado Convenio Internacional del Trabajo Núm.102 relativo a la norma mínima de seguridad  social adoptado en Ginebra en la fecha ya indicada, señala en su parte conducente:

 Artículo 67.- …. Con respecto a cualquier pago periódico al que se aplique el presente artículo: a).- El monto de la prestación deberá determinarse de acuerdo con una escala prescrita o según una escala fijada por las autoridades públicas competentes de conformidad con las reglas prescritas.

Del contenido de dicho precepto se infiere que el pago periódico al que se aplique, como son las prestaciones por vejez y particularmente las prestaciones contributivas, que son las que equivalen en nuestro sistema jurídico a los pagos de pensiones y jubilaciones, por regla general, con alguna excepciones entre las que no se encuentra el actor, esos pagos no admitirán reducción.
Asimismo se debe atender a a la jerarquía de las normas en los términos del artículo 133 de la Constitución Federal que señala que en el orden jurídico mexicano, es la siguiente: Constitución Federal; Tratados Internacionales; Leyes Federales; Leyes Ordinarias; Decretos; Reglamentos y las normas jurídicas individualizadas.

Ello es así, porque estando  el convenio a que se refiere el apelante en segundo término respecto de nuestra Carta Magna, es inobjetable que ésta es la que rige las relaciones laborales, de las que se deriva el derecho a una pensión por vejez, al reconocer en su artículo 123 Apartado B, fracción XI inciso a),  las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado  y reconoce el derecho humano como el principio de previsión social de establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar a los trabajadores y a su familia;  principios entre los que se encuentra  también el derecho  al disfrute de una pensión para garantizar que el trabajadores que ha prestado sus servicios durante cierto número de años y obtenga  el beneficio de una jubilación derivado de haber cumplido el tiempo de servicio , para que pueda retirarse de su trabajo con la confianza de que tendrá derecho a recibir ese beneficio que se ha ganado tanto por el tiempo laborado, por la edad y sobre todo por haber aportado durante su vida laboral su fondo de pensión.
El anterior argumento encuentra su apoyo en  la Jurisprudencia IX, 1º.A. J/15 (10ª) sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, invocada por la Sala Resolutoria que a la letra dice:

“PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO 373 QUE REFORMA Y ADICIONA LE LEY RELATIVA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL EL 26 DE OCTUBRE DE 2013, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE APORTAR EL 10% DE LA PENSIÓN O JUBILACIÓN PARA EL FORTALECIMIENTO DEL FONDO SECTORIZADO, ES INCONVENCIONAL.- El artículo tercero transitorio mencionado, al establecer  que los trabajadores que se jubilen o pensionen a partir de la vigencia del propio decreto 373, deben hacer una aportación del 10% de la pensión o jubilación que reciban, para el fortalecimiento del fondo sectorizado, y que los jubilados o pensionados antes de esa vigencia harán voluntariamente esa aportación en el mismo porcentaje, contraviene los artículos 26 numeral 3 y 67 inciso b) del Convenio número 102 de la Organización Internacional del trabajo, relativo a la Norma Mínima de Seguridad Social, porque la aportación de las pensiones de vejez, cuando se suspenden solo pueden ocurrir tratándose de prestaciones por vejez, cuando se suspendan por la realización de ciertas actividades remuneradas prescritas, o bien, se reduzcan las prestaciones contributivas cuando las ganancias del beneficiario excedan de un valor prescrito y, respecto de pagos periódicos, porque la reducción depende de que los demás recursos de la familia del  beneficiario excedan de sumas apreciables fijadas por las autoridades competentes, de conformidad con reglas prescritas, supuestos en los cuales no encuadran las hipótesis de suspensión o reducción inicialmente señaladas; de ahí su inconvencionalidad.” 
 Asimismo  sirve de apoyo al criterio aquí sustentado, el emitido  por el tercer Tribunal Colegiado en Materia Constitucional y Administrativa del Quinto Circuito, 13, Tesis V.3º.P.A. J/3 publicada en la página 2086 Libro XIII, Tomo 4, octubre del 2012, del semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima Época; Registro IUS 2001944, que textualmente dice:
“INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE SONORA. EL ARTÍCULO 60 BIS B DE LA LEY RELATIVA, AL OBLIGAR A LOS PENSIONADOS A APORTAR EL 10% DE SU PERCEPCIÓN AL FONDO DE PENSIONES, VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE IGUALDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.- El artículo 2o., fracciones IV y V, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora ubica, respectivamente, en supuestos jurídicos diferentes al trabajador y al pensionado; sin embargo, según los artículos 16 y 60 Bis B del propio ordenamiento, ambos están obligados a "aportar" el 10% de su percepción -salario o pensión- al fondo de pensiones. En estas condiciones, el último de los indicados numerales obliga a los pensionados, en igual medida, que a los trabajadores, aun cuando se encuentran en condiciones desiguales, por lo cual viola el derecho fundamental de igualdad previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que sólo puede otorgarse un trato igual a desiguales cuando exista una justificación legítima, lo que en el caso no acontece, pues en la exposición de motivos que dio lugar a la adición del citado numeral 60 Bis B sólo se señaló la necesidad de sanear el sistema de pensiones y evitar una crisis financiera, pero no los motivos por los cuales resultara factible hacerlo mediante la imposición de una cuota obligatoria a los pensionados, en similares términos a la existente a cargo de los trabajadores, situación que se traduce en un trato desigual, porque la finalidad del fondo de pensiones es que una vez ubicado en el supuesto que permite su otorgamiento, éstas se cuantifiquen con base en las aportaciones efectuadas durante la vida laboral y en relación con el porcentaje correspondiente a los años trabajados, lo cual implica que si el pensionado cumplió tales obligaciones y en la medida en que lo hizo se le cuantificó su pensión, no existe motivo para continuar aportando al citado fondo. Además, la cuota impuesta al trabajador se justifica porque su economía no se ve irremediablemente afectada, ya que puede escalar puestos o compaginar su función con cualquier otra labor y, como consecuencia, incrementar su salario, en cambio, el pensionado sólo puede ver incrementado el monto de su pensión en proporción al porcentaje en que aumente el salario mínimo general en la zona de Hermosillo, Sonora, o conforme al índice inflacionario anual determinado por el Banco de México, el que sea mayor, con posterioridad a la fecha de su otorgamiento, según se advierte del contenido del artículo 59 de la ley de referencia. Además, la posibilidad de aumentar sus ingresos con otros empleos está restringida, pues conforme al artículo 62 de la señalada ley, la percepción de una pensión otorgada por el invocado instituto es incompatible con cualquier otra pensión concedida por éste o por los organismos públicos a que se refieren los artículos 1o. y 3o. de la mencionada legislación y con el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión remunerados por el Estado y organismos públicos, si implican la incorporación al régimen, pues en este supuesto, tendría que ubicarse en la hipótesis prevista en el artículo 61 de la propia ley, que conlleva la prohibición a los jubilados para reincorporarse al servicio activo, salvo cuando, otorgada una pensión, el trabajador siga en servicio sin haberla disfrutado, supuesto en el que podrá renunciar a ella y obtener otra, de acuerdo con las cuotas aportadas y el tiempo de servicios prestados con posterioridad”.
Por otra parte, el artículo 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales de los Trabajadores del Estado establece  en su parte conducente, lo siguiente:
ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue: 
“Las pensiones por edad avanzada y por invalidez, se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución. La cuantía básica y los aumentos de las pensiones por invalidez o edad avanzada, se pagarán por mensualidades vencidas y se calcularán tomando como base los siguientes factores: a) Los años durante los cuales el derechohabiente haya contribuido normalmente al fondo de pensiones, y b) El cien por ciento del salario base promedio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 78 de la presente Ley; 
III. Los derechohabientes de la Dirección de Pensiones que probaren haber prestado servicios a la administración pública estatal, o municipal en su caso, por treinta años los hombres y veintiocho las mujeres o más, y hubieren contribuido en igual forma al fondo de la Dirección de Pensiones, tendrán derecho a una pensión que se fijará de acuerdo a lo determinado en el primer párrafo del artículo 78 del presente ordenamiento;
   ARTICULO 78. La cantidad que servirá para la determinación de las   cuantías de las pensiones a que se refiere esta Ley, estará constituida por el monto del último salario base percibido por el trabajador y ésta será móvil. 
En términos de los preceptos transcritos,  el actor obviamente tiene el derecho a percibir como pensión el cien por ciento de su salario base, lo cual acreditó con los documentos que adjuntó a su demanda.

Con relación a lo argumentado por la autoridad apelante al contestar la demanda respecto de  los descuentos de que se duele el actor  en el sentido de no se han hecho en forma unilateral, sino que  están establecidos por los artículos  59 de le Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales de los Trabajadores del Estado y 19 de su Reglamento, éste último publicado en el Periódico oficial del Estado el 6 de abril del 2002, vigente en la fecha en que se iniciaron los descuentos que reclama la parte promovente; preceptos que respectiva y sucesivamente y para pronta referencia procede transcribir:
Artículo 59.- Es nula toda enajenación, cesión o gravamen de las pensiones que esta Ley establece, a excepción de las aportaciones acordadas por el sector correspondiente para garantizar las condiciones en que se otorgan sus pensiones. Las pensiones devengadas o futuras  serán inembargables, a menos que se trate de hacer efectiva la obligación de ministrar alimentos, o de exigirse el pago de adeudos con la Dirección de Pensiones.
ARTÍCULO
 19.- Los pensionados y jubilados aportarán un diez por ciento del importe de su pensión, a fin de garantizar las condiciones en que se les otorga la misma y los demás derechos que les concede la ley y el presente Ordenamiento.
Cuenta habida de que éste último precepto,  que reglamenta el primeramente trascrito, se declaró inconvencional e inconstitucional por la Jurisprudencia sustentada por  los Tribunales Colegiados de Circuito que se han pronunciado estableciendo en Tesis de Jurisprudencia que la aportación que se fije a los pensionados y jubilados de su pensión para incrementar el fondo de pensiones son inconvencionales, porque desatiende lo dispuesto por los artículos 26 punto 3 y 67 inciso b) del Convenio 102 de la Organización Internacional del trabajo, relativo a la norma mínima de seguridad social que establecen: 
“Artículo 26. 1… 2… 3. La legislación nacional podrá suspender la prestación si la persona que habría tenido derecho a ella ejerce ciertas actividades remuneradas prescritas, o podrá reducir las prestaciones contributivas cuando las ganancias del beneficiario excedan de un valor prescrito, y las prestaciones no contributivas, cuando las ganancias del beneficiario o sus demás recursos, o ambos conjuntamente, excedan de un valor prescrito”

Artículo 67. a)…..b). El monto de la prestación no podrá reducirse sino en la medida en que los demás recursos de la familia del beneficiario excedan de las sumas apreciables prescritas o fijadas por las autoridades competentes, de conformidad con las reglas prescritas….””

Como puede observarse de una simple lectura de los preceptos transcritos, se autorizan solo dos casos de afectación; el primero relativo a las prestaciones por vejez,  que se suspenden cuando se ejerzan actividades remuneradas o se reducen cuando las ganancias del beneficiario excedan de un valor prescrito; y la segunda, respecto de pagos periódicos en la medida en que los demás recursos de la familia del beneficiario excedan de las sumas apreciables fijadas por las autoridades competentes.
Supuestos que no se actualizaron ni  fueron demostrados por la autoridad recurrente y  en consecuencia los preceptos que invocó y que fueron ya transcritos no resultan aplicables, más cuanto a que especialmente el artículo 19 del Reglamento de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores del Estado, como ya se dijo, fue declarada inconstitucional e inconvencional.
Por otra parte, se tiene que el artículo 123 constitucional Apartado B, inciso a) contempla la protección al derecho humano de seguridad social y las bases mínimas sobre el cual ha de operar el mismo y es al Estado a quien corresponde implementar todas las acciones necesarias para permitir a los gobernados  el pleno respeto de este derecho, de manera que  ninguna norma o acto de autoridad, pueda mermar, restringir, menoscabar, reducir o afectar los alcances de esa prerrogativa; derecho humano también reconocido en diversos instrumentos internacionales, como la Declaración de los Derechos Humanos, en sus artículos 22 y 25; Declaración Americana de los Derechos y  Deberes del Hombre en su artículo XVI; Protocolo de Reformas  a la Carta de la Organización de los Estados Americanos, artículo 43; Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, artículo 9; Protocolo Adicional a la Convenció n Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, artículo 9. 
Se sostiene lo anterior porque al margen de que el legislador secundario esté en aptitud  de establecer los mecanismos necesarios a efecto de que el Estado pueda garantizar la seguridad social para los trabajadores al servicio del mismo, en el presente y en el futuro y el fortalecimiento de la Institución no puede servir de pretexto para vulnerar el derecho  de determinado sector para gozar de  su pensión establecida y definida en la propia ley aplicable, sobre todo que en su vida de trabajo activo ya efectuó las aportaciones requeridas para disfrutar de esa prerrogativa, supuesto  que  el pensionado ya  cumplió con los requisitos para la obtención de su pensión; ya erogó  las aportaciones relativas al fondo de pensiones, por lo que no existe razón jurídica para que continúe aportando  determinada cantidad al rubro de pensiones, toda vez que ya se encuentra en el supuesto legal para el que fue impuesta tal aportación y el hecho de que la jubilación sea un beneficio  no implica que sea especial, pues al igual que el salario constituye una retribución  a un servicio prestado, tan es así que no se otorga en igual medida sino en forma proporcional al número de años laborados.
En esa tesitura se puede afirmar que como lo asienta la Sala resolutora, la pensión no es ninguna concesión gratuita, sino un derecho creado y consolidado durante la vida  laboral de los trabajadores quienes ya contribuyeron para ese fin cuando estaban en activo, con base en la cuota que en su momento se consideró necesaria para sufragar el monto de su pensión.

Razones las anteriores suficientes para determinar que el descuento del diez por ciento efectuado en la pensión del actor restringe su derecho constitucional  a la seguridad y previsión social y por lo tanto resulta claro que si se afecta  su derecho humano y de ahí lo infundado de este motivo de agravio que se estudia.
c).- En su tercer agravio la autoridad apelante en síntesis manifiesta que  la Sala no tomó en cuenta que el cese del descuento traería como consecuencia prácticamente la insolvencia de los fondos de pensiones y vulneraría los derechos humanos de la totalidad de los pensionados y trabajadores en activo, por lo que en estricto apego a la solidaridad social que no implica que el  Estado deba financiar y administrar las prestaciones inherentes a la seguridad social  sino los pensionados y jubilados, por lo tanto con base en ese principio las pensiones deben pagarse haciendo el descuento del 10%  de aportación al fondo de pensiones.
El anterior motivo de disenso igualmente deviene  infundado, atento a las siguientes consideraciones:

Para analizar tal argumento es oportuno tener en cuenta lo que dispone el Decreto número 373 publicado en el Periódico oficial del Estado,  de fecha 26 veintiséis de octubre del 2013 dos mil trece que contiene las reformas y adiciones  a la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales de los Trabajadores del Estado, cuyos artículos transitorios en su parte conducente establecen:
TERCERO.- Los trabajadores que se jubilen o pensionen a partir de la vigencia del presente decreto, harán una aportación del  diez por ciento de la pensión o jubilación que reciban para el fortalecimiento del fondo sectorizado y que será estipulado en su reglamento. Los pensionados y jubilados antes de la vigencia de este Decreto harán una aportación voluntaria para el fortalecimiento de su fondo sectorizado del diez por ciento de su pensión o jubilación que reciban, conforme lo estipulen en el reglamento del grupo cotizador de la Dirección de Pensiones. Lo anterior con la finalidad de obtener mayores beneficios, además de consolidar la economía de  Dirección de Pensiones de su Sector.
Normatividad que contiene la obligación conforme a la cual los trabajadores que se jubilen o pensionen harán una aportación del 10 % diez por ciento de su pensión o jubilación. Dispositivo el anterior que conforme a lo que se ha argumentado  con antelación, fue declarado institucional e inconvencional por las Tesis Jurisprudenciales ya transcritas ut supra y violatorio del artículo 1º. Constitucional, pues si bien la autoridad recurrente  señaló la necesidad de sanear el sistema de pensiones y evitar una crisis financiera, pero no así los motivos por los cuales resulta factible hacerlo mediante la imposición de una cuota obligatoria a los pensionados y jubilados, y  menos  aún demostró en la primera instancia esa afectación presupuestal tan grave.
Por otra parte, la circunstancia que aduce en este agravio la autoridad apelante no justifica que los destinatarios de esa norma deban aportar un porcentaje para evitar la insolvencia del fondo de pensiones, porque  se debe tener presente que ya contribuyeron durante toda su vida laboral con una cuota que en su momento se consideró necesaria para sufragar el monto de su pensión; a mayor abundamiento el artículo 28 de la invocada Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales del Estado, establece categóricamente que:

ARTÍCULO 28.- Si llegare a ocurrir en cualquier tiempo que los recursos de uno o varios de los fondos no bastaren para cubrir las prestaciones de los trabajadores conforme a esta Ley, el déficit que hubiere será cubierto por las instituciones de administración pública estatal, o municipal en su caso. 
Del contenido de esta porción normativa y de acuerdo con el principio  que establece que cuando la ley es clara no se encuentra sujeta a interpretación ( in claris non fit interpretatio) se infiere que sí se previó la posibilidad de que cuando los recursos de los fondos no fueren suficientes para pagar las prestaciones de los trabajadores conforme a la ley,  en ese supuesto serían las  instituciones de la Administración Pública Estatal o Municipal, en su caso, quienes cubrirían el déficit  que llegare a presentarse.
Por lo que toca al considerando de la Primera Sala relativo  al  pago retroactivo  de los descuentos  de su pensión al promovente, esta Sala Superior considera acertada la determinación  de la misma, en el sentido de que  conforme a lo estipulado por los artículos 83 y 52 fracción V de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales  para los Trabajadores del Estado del San Luis Potosí, (los que transcribe) el plazo con el que cuentan los trabajadores pensionados es de tres años para hacer exigible el derecho que tienen para solicitar el pago de pensiones caídas, la de devolución de los descuentos realizados, intereses y cualquiera  otra prestación a cargo de Pensiones; que en esa tesitura ordena solo  la devolución del importe de los referidos descuentos  desde el mes de mayo del 2016,  los años 2017, 2018 y lo correspondiente al 2019 y los subsecuentes, por lo que declara la ilegalidad e invalidez parcial y por lo tanto la nulidad parcial del acto impugnado.
Por todo ello y ante lo infundado de los agravios analizados, lo procedente será confirmar en sus términos la resolución recurrida.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en lo dispuesto por los artículos  152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Se confirma la sentencia recurrida, conforme lo expuesto por el considerando séptimo  de esta resolución.
SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la parte demandada, con copia autorizada de la presente resolución y con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma el Magistrado  de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con Secretaria  de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe. Rúbricas.

LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE VEINTIÚN PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 76/2019/SS, EL TREINTA DE ENERO DE DOS MIL VEINTE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS CUATRO DÍAS DEL MES DE FEBRERO DEL DOS MIL VEINTE.- DOY FE. 

LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
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